Santiago, seis de abril de dos mil quince.

Vistos:

En estos autos Rol N°21.993-14 seguidos ante el Segundo Tribunal Ambiental, por sentencia de veintiséis de junio de dos mil catorce, escrita a fojas 269, se rechazó la reclamación deducida por Sociedad Química y Minera de Chile S.A. (SQM), en contra de las Resoluciones Exentas N° 74 y 79, de 21 de junio de 2013 y 8 de julio de 2013 respectivamente, dictadas por la Comisión de Evaluación Ambiental de la Región de Tarapacá, sin costas, por considerar que existió motivo plausible para litigar.

En contra de dicha sentencia, como consta a fojas 295, la reclamante Sociedad Química y Minera de Chile S.A., interpuso recursos de casación en la forma y en el fondo.

Se trajeron los autos en relación.

CONSIDERANDO:

I. En cuanto al recurso de casación en la forma:

Primero: Que por el presente arbitrio se denuncia en primer lugar que la sentencia impugnada incurre en la causal de nulidad prevista por el artículo 26 inciso cuarto en relación al artículo 25, ambas normas de la Ley N° 20.600 y con el artículo 170 N° 4 del Código de Procedimiento Civil, toda vez que, según se expresa, el fallo carece de los fundamentos de hecho y de derecho que le sirven de sustento, así como ha soslayado también los fundamentos técnico ambientales a que se refiere el artículo 25 de la ley antes citada.

Señala que, en contraposición a lo que reiteradamente han decidido los Tribunales Superiores de Justicia en cuanto al deber de fundamentación de los fallos, previo el establecimiento de los hechos en el orden y bajo las modalidades previstas por el Auto Acordado de esta Corte Suprema sobre la forma de las sentencias, los sentenciadores no establecieron con precisión los hechos sobre los que versa la cuestión que debe fallarse, distinguiendo los que fueron aceptados o reconocidos por las partes de aquellos que fueron objeto de controversia y discusión. Particularmente el reproche se dirige a la falta de análisis y ponderación de las alegaciones vertidas y pruebas aportadas para establecer los vicios de la RCA cuya invalidación pidió en sede administrativa.

Puntualiza que, no obstante haberse incorporado los expedientes administrativos que sirvieron de base para dictar las resoluciones impugnadas, los jueces no abordaron en modo alguno los hechos que con el mérito de esos antecedentes pudieron resultar establecidos, así como tampoco procedieron a valorarlos conforme a las reglas de la sana crítica como lo dispone el artículo 26 inciso cuarto de la Ley N° 20.600.

Expresa además el recurso que el fallo se limita a sintetizar en el Capítulo I de lo expositivo el contenido del proceso administrativo sin formular razonamiento alguno, ni desprender de ese material ninguna consecuencia. Añade que tampoco se procedió a determinar como probadas o no las circunstancias relevantes de la discusión de que aquellos antecedentes daban cuenta, esto es, lo relativo a la configuración de los presupuestos de hecho de los vicios alegados por su parte para sustentar la procedencia de la invalidación de la Resolución de Calificación Ambiental del proyecto denominado “Trazado de Agua Chinquiquitay”, presentado por la Sociedad Contractual Minera Copiapó el que fue evaluado como Declaración de Impacto Ambiental.

Hace presente que la falta de motivación de la sentencia afecta el derecho al debido proceso limitando la posibilidad de las partes de recurrir en contra de esas decisiones, agregando que en la especie, la omisión en que se ha incurrido ha influido sustancialmente en lo dispositivo por lo que tal anomalía sólo es reparable con la invalidación del referido fallo.


Segundo: Que el recurso invoca como segunda causal de nulidad formal, la prevista  por el artículo 768 N° 7 del Código de Procedimiento Civil, en relación con el artículo 25 de la Ley N° 20.600 y con el artículo 170 N° 4 y 6 del Código de Procedimiento Civil, esto es, la de contener la sentencia decisiones contradictorias. Sobre este particular y luego de expresar que la decisión del asunto no sólo puede quedar asentada en lo dispositivo sino que también puede estar contenida en considerandos resolutivos, asevera que el presente fallo presenta contradicciones evidentes entre sus motivos 8°, , 26°, 27° y 28°, y además en lo decisorio.

 
Explica que, por un lado los jueces afirman que la Sociedad Química y Minera de Chile S.A. carece de interés ambiental y por ende de facultad o legitimación para impetrar la invalidación de la Resolución de Calificación Ambiental (en adelante RCA) en sede administrativa, pero luego le reconocen legitimación para ejercer la acción de reclamación en contra de la Resolución N° 74. Añade que no obstante lo anterior, se niega nuevamente a la entidad recurrente la cualidad o legitimación para recurrir o reclamar contra la Resolución N° 79. Agrega en este punto el recurso que tales contradicciones entre los considerandos resolutivos y también de la parte dispositiva traen como consecuencia que las decisiones no puedan ser cumplidas o ejecutadas. Es así como se reconoce a la reclamante legitimación activa para accionar en contra de la Resolución N° 74 pero se le desconoce esa capacidad para impugnar la resolución N° 79. Esta última decisión –explica- generó a su vez que el tribunal no se pronunciara sobre el fondo de lo solicitado por su parte en la reclamación intentada a este respecto. Manifiesta finalmente que el vicio ha influido en lo dispositivo y que, al igual como lo ha expresado a propósito de la causal anteriormente analizada, sostiene que el defecto hecho valer sólo es subsanable con la invalidación que ha impetrado.


Tercero: Que es preciso consignar que el primer vicio de casación formal invocado –esto es de falta de consideraciones- sólo se configura si carece el fallo de los fundamentos de hecho o de derecho que sirven de sustento a lo decidido, esto es, cuando no se desarrollan los razonamientos fácticos o jurídicos que determinan la resolución adoptada, y, en un procedimiento como el de la especie, cuando además abarcando la sentencia un aspecto técnico-ambiental que constituye el conflicto de fondo, y que integre lo resolutivo del fallo, se hayan soslayado las motivaciones que condujeron a ese resultado.

Cuarto: Que la impugnación formulada en el sentido propuesto carece de asidero toda vez que en el motivo primero del fallo en revisión los jueces determinaron como prioritario y previo a cualquier otra consideración dilucidar si las Resoluciones N° 74 y 79, objeto de la acción entablada, son o no reclamables por la vía intentada, delimitar además la competencia del Tribunal Ambiental en el marco de esta acción, y resolver sobre la legitimación activa de la reclamante, en relación a ambas Resoluciones ya aludidas, todo ello al tenor de lo dispuesto por los artículos 17 N° 8 y 18 N° 7 de la Ley N° 20.600.

Quinto: Que es a partir de la premisa antes enunciada que el resto de los fundamentos de la sentencia contienen el análisis de cada uno de los aspectos especificados en lo que precede, desarrollándose de modo circunstanciado los argumentos expuestos por los interesados en cada caso, y asentándose los aspectos y conclusiones del orden fáctico y jurídico que han permitido al tribunal alcanzar las conclusiones en relación a cada punto objeto del estudio, para expedir en definitiva la decisión de que da cuenta lo resolutivo.

Sexto: Que en el contexto antes descrito, si las conclusiones de los jueces se enmarcan en la falta de interés o legitimidad de la reclamante para solicitar la invalidación de la Resolución de Calificación Ambiental por falta del interés exigido, esto en lo que concierne a la Resolución N° 74, y, por otro lado, se determinó, en lo que toca a la Resolución N° 79 que la recurrente carece de legitimación para deducir la reclamación prevista por el artículo 17 N° 8 de la ley antes citada para ante el Tribunal Ambiental, cabe concluir que no ha podido configurarse el vicio alegado relativo a la falta de consideraciones, en relación al aspecto de fondo de la petición invalidatoria por la vía administrativa, si en concepto del tribunal y por las razones explicitadas, falta a la reclamante la capacidad para llevar a esa sede el tema de fondo de la invalidación administrativa, misma razón por la que, en sus fundamentos vigésimo segundo y vigésimo tercero el fallo consigna que no procede hacer lugar a la anulación de la Resolución N° 74 por falta de legitimación de SQM para impetrar la invalidación de la Resolución de Calificación Ambiental de que se trata, y a su vez, que se omitirá pronunciamiento sobre el fondo de la Resolución N° 79 por falta de legitimación de la reclamante para proceder a su impugnación por vía jurisdiccional.

 
Séptimo: Que en las condiciones ya reseñadas la sola lectura de la sentencia permite descartar la configuración del defecto alegado toda vez que la misma contiene todas las consideraciones y reflexiones necesarias para fundar las conclusiones que sucesivamente va asentando en relación a cada uno de los aspectos mencionados en su motivo primero, las que en definitiva sirven de sustento a la decisión alcanzada, habiéndose formulado consideraciones separadas para discernir  lo pertinente en relación a las Resoluciones N° 74 y 79, respectivamente. Es con esta modalidad que en los fundamentos quinto a octavo el fallo analiza y pondera la legitimación de la reclamante para accionar como lo ha hecho para ante el Tribunal Ambiental, concluyendo que sí se ha estado en condiciones de ejercer la acción judicial de reclamación prevista por el artículo 17 N° 8 de la Ley N° 20.600 en relación a la Resolución N° 74, no obstante, que según lo concluye en las consideraciones siguientes, esa entidad carece del interés exigido para impetrar la invalidación de la Resolución de Calificación Ambiental en la sede administrativa, razón por la que desestima la pretensión de fondo invocada.


A su turno, en las consideraciones vigésimo cuarta a vigésimo octava se contienen las reflexiones y motivos que conducen a los jueces a concluir que la recurrente carece de legitimación activa para ejercer la acción de reclamación judicial contemplada en el artículo 17 N° 8 de la Ley N° 20.600 en relación a la Resolución N° 79, razón por la que desestima esa pretensión consignando expresamente que omitirá pronunciamiento sobre el fondo respecto del acto administrativo de que se trata.

 
Octavo: Que lo precedentemente indicado hace necesario precisar que la obligación de consignar las consideraciones de hecho y de derecho no puede exceder el marco de la pertinencia de lo realmente debatido y que deba resolverse en el fallo, esto es, de aquello que ha servido de fundamento a lo sentenciado, pero no cubre otros ámbitos que han quedado fuera del espectro decisorio, entre otras razones, por resultar incompatibles con lo resuelto.


Noveno: Que en consecuencia la sentencia sí contiene los fundamentos que explican y sustentan la decisión adoptada, razones por las que el primer capítulo de nulidad formal deberá ser desestimado.

Décimo: Que en lo que se relaciona con la segunda causal de nulidad formal alegada, esto es la prevista por el artículo 768 N° 7 del Código de Procedimiento Civil se la ha fundado en contener la sentencia decisiones contradictorias haciéndose descansar el contenido basal de esta alegación en la aseveración de ser contradictorios  entre sí los fundamentos 8°, 26, 27° y 28 del fallo, vicio que se evidencia también en lo decisorio.

 Undécimo: Que la causal a que se ha hecho referencia se configura cuando el fallo contiene más de una decisión y resultan ser ellas incompatibles, esto es, que no pueden cumplirse simultáneamente en tanto interfieren unas con otras, cuyo no es el caso de autos en que lo resolutivo consigna una sola decisión consistente en desestimar la reclamación intentada por SQM.

Duodécimo: Que para rechazar la segunda causal de nulidad formal que se analiza es preciso además anotar que en modo alguno los argumentos esgrimidos la configuran, toda vez que la circunstancia que unos razonamientos contradigan eventualmente lo expresado en otros –lo que en la especie tampoco ocurre toda vez que el fundamento 8° está referido a la Resolución N° 74 y los restantes a la Resolución N° 79- no significa que existan decisiones contradictorias ya que una situación como la alegada sólo produciría que los razonamientos o consideraciones contrapuestos se anularan, configurándose una causal de casación de forma distinta a la que aquí se analiza. Sobre este particular se ha indicado que: “Cuando se consagra dicho vicio, la ley dice claramente que consiste en contener decisiones contradictorias. Por lo tanto, las contradicciones deben estar contenidas en la parte resolutiva del fallo, y no en otra de sus secciones, porque aquella es la que contiene las decisiones” (Mario Mosquera Ruiz y Cristián Maturana Miquel, “Los Recursos Procesales”, p. 255)”.

Décimo tercero: Que, por consiguiente, y en virtud de los fundamentos antes expresados el recurso de casación en la forma, en sus dos acápites, será desestimado.

II. En cuanto al recurso de casación en el fondo:

Décimo cuarto: Que el recurrente, con miras a obtener la nulidad de fondo del fallo ha invocado tres capítulos de nulidad sustancial, a saber: En un primer grupo de normas infringidas, acusa la errónea interpretación de los artículos 1° inciso primero y 21 N° 3° de la Ley N° 19.880, en relación con los artículos 19 inciso primero, 20, 22 inciso primero y 23 del Código Civil. En un segundo acápite, acusa la falsa aplicación de los artículos 4 inciso primero de la Ley 19.300, 10 incisos primero y final y artículo 16 de la Ley N° 19.880 en relación con el artículo 19 N° 3, 14 y 26 de la Constitución Política de la República. Finalmente, y en un tercer capítulo reprocha al fallo lo que denomina infracción a las leyes reguladoras de la prueba aludiendo en este apartado al artículo 1698 del Código Civil, en relación con las normas decisorio litis contenidas en los artículos 5° de la Ley N° 19.300 y 21 N° 3°, 31 y 35 inciso segundo de la ley N° 19.880.

Décimo quinto: Que al explicar la forma en que los errores de derecho denunciados han influido en lo dispositivo de la sentencia, el recurso señala, que si los jueces del fondo no hubiesen incurrido en las infracciones referidas anteriormente, debieron necesariamente haber concluido que procedía el total acogimiento de la reclamación, y la consecuencial invalidación de los actos administrativos reclamados.

 
Décimo sexto: Que para la adecuada comprensión y resolución del recurso en examen conviene precisar las siguientes circunstancias de que da cuenta el proceso:

1) Mediante Resolución N° 154, de 13 de diciembre de 2012, la Comisión de Evaluación Ambiental de la Región de Tarapacá (en adelante la Comisión) calificó favorablemente la Declaración de Impacto Ambiental del Proyecto presentado por la sociedad Contractual Minera Copiapó, denominado “Trazado de Agua Chinquiquiray”.

2) Con fecha 30 de enero de 2013, la Sociedad Química y Minera de Chile S.A. (SQM) presentó ante la Comisión solicitud de invalidación de la RCA mencionada argumentando tres tipos de vicios: a) vicios esenciales evidenciados durante el procedimiento, consistentes fundamentalmente en la comisión de infracciones por parte del titular en relación, entre otros aspectos, en la omisión de información relevante relativo a los permisos ambientales; b) el Proyecto debió ingresar como Estudio de Impacto Ambiental y no como Declaración, y c)habría mediado fraccionamiento del Proyecto. Al fundar su interés SQM mencionó el artículo 19 N° 21 de la Ley N° 19.880. Sin embargo y por expresar en los fundamentos que se afectaba su interés individual o colectivo, y que su parte intervino oportunamente en el procedimiento de evaluación ambiental, es que el Tribunal Ambiental partió de la base que se hacía referencia al artículo 21 N° 3 de la citada ley, para justificar y sostener la solicitante que actuaba como interesada lo que posteriormente fue refrendado en base a esta última norma.

3) Con fecha 16 de abril de 2013, la Comisión dictó la Resolución Exenta N° 44 por la que adoptó dos decisiones:

a) No admitió a trámite la petición de invalidación por considerar que SQM no está facultada para esa impugnación por carecer de interés, entendiendo la autoridad administrativa que tal interés es el que regula la Ley N° 19.300 y que no es aplicable, a este respecto, supletoriamente la Ley N° 19.880.

b) Dio inicio a un procedimiento de invalidación de oficio, en el que se dispuso oír como interesado al titular del Proyecto.

4) Por presentación de fecha 8 de mayo de 2013, SQM dedujo en lo principal reposición, y en un otrosí, en subsidio, interpuso recurso jerárquico. 

5) Por Resolución Exenta N° 74 (objeto del presente reclamo), de fecha 21 de junio de 2013, la Comisión desestimó ambos recursos de reposición y jerárquico.

6) Mediante Resolución Exenta N° 79 (objeto también del presente reclamo), de fecha 8 de julio de 2013, la Comisión decidió –en el procedimiento que siguió de oficio- que la tramitación ambiental del Proyecto objeto de la RCA se efectuó conforme a derecho, por lo que no corresponde su invalidación, y no obstante la naturaleza de esta sustanciación incorporó una frase relativa a que rechaza la invalidación solicitada.

7) En contra de estas dos últimas Resoluciones Exentas N° 74 y 79, SQM dedujo ante el Segundo Tribunal Ambiental la acción de reclamación prevista por el artículo 17 N° 8 de la Ley N° 20.600.

 
Décimo séptimo: Que es preciso además puntualizar preliminarmente que en la sentencia atacada por la vía del presente recurso de nulidad sustancial, el Tribunal Ambiental desestimó íntegramente la reclamación intentada asentando -como ya se indicó-, en forma separada, los fundamentos atingentes a cada una de las Resoluciones impugnadas N° 74 y 79, atendidos los diversos ámbitos en que incide la decisión, respecto de una y otra. Puntualizó que la impropiedad del lenguaje o de redacción de la Resolución N° 79 al expresar que rechaza la solicitud de invalidación carece del mérito o entidad para influir en la decisión.


En efecto, del fundamento quinto al vigésimo tercero el fallo razona y concluye que si bien la reclamante SQM tiene legitimación activa procesal para haber impetrado la acción de reclamación prevista por el artículo 17 N° 8 de la Ley N° 20.600, por cumplir el presupuesto de haber solicitado la invalidación de la RCA en sede administrativa -ello en relación con lo dispuesto por el artículo 18 N° 7 del mismo cuerpo normativo-, entrando al análisis de lo pedido, esto es, a la solicitud misma de invalidación denegada en sede administrativa, el tribunal coincide con la autoridad ambiental en orden a que la entidad recurrente carecía del interés que la habilitaba como legitimada activa para impetrar la invalidación en esa sede, con la variante que, en concepto del tribunal, el interés requerido para el ejercicio de esa facultad no está previsto en la Ley N° 19.300 sino que corresponde al regulado por el artículo 21 N° 3 de la ley 19.880, que procede aplicar supletoriamente en la especie, interés que, según lo expresa la sentencia atacada, ha de ser de naturaleza ambiental y no meramente económico como lo desprende de las alegaciones de la reclamante.


En cambio,  en lo que toca a la Resolución N° 79 que decide el procedimiento invalidatorio dispuesto de oficio por la Comisión, en los motivos vigésimo cuarto a vigésimo octavo, el fallo impugnado decidió que SQM carece de legitimación activa para deducir procesalmente la acción de reclamación del artículo 17 N° 8 de la Ley N° 20.600 que ha intentado, toda vez que no puede estimársele solicitante en un procedimiento de esta naturaleza, y porque además no procede entenderla incorporada en el concepto de tercero directamente afectado a que se refiere la norma del artículo 18 N° 7 de la citada ley, añadiendo que carece de un interés o derecho ligado a los de naturaleza ambiental protegidos por la normativa que regula la materia.

 
Décimo octavo: Que es necesario también hacer constar en forma previa que la recurrente ha manifestado coincidir con el fallo atacado en cuanto a que, al margen de las acciones previstas por las normas ambientales para impugnar y reclamar en contra de una RCA procede también impetrar la invalidación administrativa aplicando supletoriamente las disposiciones de la Ley N° 19.880, esto es, aquella prevista por el artículo 53 de esa normativa, como también es aplicable -para los efectos de determinar la condición de interesado en la invalidación y en particular en la situación del reclamante-, el artículo 21 N° 3 de esa misma ley. Puntualiza además el recurso que el fallo concluyó correctamente al reconocerle, en lo que respecta a la Resolución N° 74, legitimación activa para deducir la acción de reclamación judicial prevista por el artículo 17 N° 8 de la Ley N° 20.600.

 
Décimo noveno:  Que en lo que toca al estudio formal del recurso es posible apreciar que el razonamiento medular que cruza los dos primeros capítulos de nulidad descansa en aseverar el recurrente que el yerro que influyó decisivamente en lo dispositivo del fallo consistió en adicionar los jueces, al texto del artículo 21 N° 3 de la Ley N° 19.880, una calificación del concepto de interesado que la norma no contempla, esto es, la exigencia de que se trate de un interés de naturaleza ambiental, en circunstancias que el único elemento que la disposición citada enuncia es que el tercero sea titular de un interés y que éste se vea afectado por el acto administrativo.

 
No obstante lo que acaba de expresarse, la atenta lectura del tercer capítulo de nulidad parte de la base que el error de derecho que ha influido en lo dispositivo del fallo consiste en haber sido vulnerado particularmente el artículo 1698 del Código Civil, al pretender el fallo que correspondía a su parte acreditar un interés de carácter ambiental, ello, a pesar de que los artículos 31 y 35 de la Ley N° 19.880 imponen a la propia autoridad administrativa la carga de requerir los antecedentes que considere ausentes de la petición formulada y, si correspondiere, adoptar las medidas conducentes a la aportación de la prueba necesaria. A lo anterior agrega que en todo caso el interés legítimo, – ambiental – económico y procedimental- sí fue sostenido y respaldado en su solicitud de invalidación, lo que debió advertir el tribunal al analizar los antecedentes.


Vigésimo: Que se considera necesario –al margen de lo que se dirá en lo que sigue del fallo- hacer constar que dada la naturaleza de derecho estricto del recurso en examen, el planteamiento recién expuesto, de fundamentos alternativos, y, o subsidiarios, resultaría suficiente para desestimarlo en su integridad. En efecto, el carácter descrito del presente arbitrio, exige claridad y precisión para desarrollar la línea argumental fundante del recurso, esto es, definir si se considera que el fallo es nulo por la vulneración primordial del artículo 21 N° 3 de la ley 19.880 al incorporar los jueces, -en su errónea interpretación del texto- un elemento que el mismo no contempla y que se considera ausente, o bien que el fallo es nulo porque, habiéndose esgrimido fundamentos referidos al interés legítimo, con el componente relativo al medio ambiente, la sentencia puso de cargo del reclamante el acreditar su interés legítimo el que, por lo demás, obraba en los antecedentes aportados a la solicitud de invalidación.

 
Vigésimo primero: Que siempre en el marco del análisis formal del recurso en examen, cabe advertir que no obstante el orden en el que el fallo configuró los razonamientos atendidos los distintos ámbitos en que ha incidido la decisión adoptada por los jueces, esto es, separadamente en lo que respecta a una u otra Resolución que fue materia de la reclamación, como se consignó en el fundamento séptimo, lo que hacía necesario también abordar en forma separada los errores de derecho en que habría incurrido el fallo en uno y otro caso, lo cierto es que en los tres grupos de infracciones que se ordenan como capítulos de nulidad no se formula una distinción clara de los yerros que afectaron el espectro de cada Resolución materia de la reclamación, como lo requería la formalidad de un arbitrio de esta naturaleza, en que no se pretende ni espera que el juzgador interprete y concluya a partir de premisas que figuran planteadas conjuntamente, para situaciones diversas.

 
Vigésimo segundo: Que en efecto, mientras que respecto de la Resolución N° 74 la discusión fundamental versa en relación al artículo 21 N° 3 de la Ley N° 19.880 a los efectos de determinar el sentido y alcance del interés allí requerido para configurar o no la legitimación del reclamante al plantear en sede administrativa la invalidación de la RCA, el conflicto a dilucidar en lo que toca a la Resolución N° 79 -también comprendida en la reclamación-, ha consistido en determinar si SQM estaba o no dotada de legitimación procesal para interponer la acción de reclamación judicial prevista en el artículo 17 N° 8 de la Ley N° 20.600, toda vez que –en lo que le concierne-, no se llegó en el fallo atacado al análisis relativo a su interés o legitimidad para impetrar la invalidación en sede administrativa.

 
Vigésimo tercero: Que en las condiciones antes descritas y partiendo de la base que la sentencia impugnada  consignó claramente no corresponder a la reclamante –en lo que respecta a la Resolución 79- la acción hecha valer, esto es, la del artículo 17 N° 8 de la citada Ley N° 20.600 por no encontrarse en las situaciones previstas por el texto del artículo 18 N° 7 del mismo cuerpo normativo, tal norma decisoria de este aspecto de la litis no fue sin embargo denunciada como infraccionada, ni fue desarrollado motivo alguno de nulidad sustancial que justificara suponer que los argumentos expresados en el recurso para lograr la ineficacia del fallo, podrían alcanzar a la mencionada Resolución N° 79, razones todas por lo que sólo cabe concluir que, a este respecto, el recurso debe ser desestimado.

 
Vigésimo cuarto: Que en lo que concierne a la Resolución N° 74, materia de la reclamación planteada en autos y, en primer lugar, entrando derechamente al análisis del tercer capítulo de nulidad sustancial con miras a una mejor ordenación del fallo, preciso es destacar que el núcleo central de la impugnación aquí desarrollada dice relación con la forma verbal “acreditar” que emplea la sentencia en revisión cuando concluye que la reclamante carecía de legitimación activa para solicitar la invalidación de la RCA en sede administrativa, por no haber “acreditado” un interés de naturaleza ambiental.


Sin embargo, para descartar y desestimar este rubro del recurso basta consignar que no obstante que el término utilizado en la sentencia realmente no resulta ajustado a la naturaleza de la conclusión alcanzada por la autoridad administrativa en la sede de un estudio de admisibilidad de la solicitud –como efectivamente aconteció-, lo cierto es que al margen de lo que más adelante se expresa en relación a la calidad o entidad del interés requerido, el examen de admisibilidad tendiente a evaluar la adecuada fundamentación de la pretensión, ha de exigir, a lo menos, la descripción del interés que mueve a la parte y el contenido que hace posible definir su entidad, presupuesto básico del todo ausente en la solicitud de invalidación en la que sólo se hizo referencia a la norma que se estimó aplicable, misma situación evidenciada en el recurso de reposición. El presupuesto recién aludido –de dotar de contenido y fundar adecuadamente el interés hecho valer-, resultaba indispensable como quiera que la solicitud invalidatoria persigue poner en movimiento un procedimiento tendiente a desvirtuar la presunción de legalidad, validez y legitimidad de que está dotado per se un acto administrativo.

 
En las condiciones recién expuestas fue que la autoridad administrativa decidió desestimar la pretensión por falta de legitimación de SQM, de modo que el conflicto en análisis no dice relación con un problema de “acreditar” hechos, o con la determinación de la carga de la prueba, como se sostiene en el recurso, sino de haber carecido la pretensión del fundamento básico que justificara reconocer legitimidad al solicitante para dar curso al procedimiento administrativo.

 
Vigésimo quinto: Que para los efectos de dilucidar el problema planteado en los dos primeros capítulos del recurso –siempre en relación a la Resolución N° 74-, esto es, lo relativo a la naturaleza y alcances del interés que debe asistir al solicitante de la invalidación de la RCA, tantas veces citada, estando fuera de discusión que tal sanción es posible de esgrimirse como mecanismo de impugnación adicional del acto administrativo de que se trata, todo ello por aplicación de los artículos 1°, 28 y 53 de la Ley N° 19.880, y 17 N° 8 de la Ley N° 20.600, corresponde en primer lugar clarificar el significado de haberse situado la propia reclamante en el ámbito del N° 3 del artículo 21 de  la Ley N° 19.880.

 
Vigésimo sexto: Que en concordancia con lo recién expuesto es necesario puntualizar que el citado artículo 21 de la Ley N° 19.880 dispone a la letra que: “Se consideran interesados en el procedimiento administrativo:

     1. Quienes lo promuevan como titulares de derechos o intereses individuales o colectivos.

     2. Los que, sin haber iniciado el procedimiento, tengan derechos que puedan resultar afectados por la decisión que en el mismo se adopte.

     3. Aquéllos cuyos intereses, individuales o colectivos, puedan resultar afectados por la resolución y se apersonen en el procedimiento en tanto no haya recaído resolución definitiva”.

 
Vigésimo séptimo: Que resulta claro que el reclamante se sitúa entre los terceros afectados por el acto administrativo y se ubica particularmente,  no entre los titulares de derechos subjetivos afectados, categoría mayormente consistente y jurídicamente distinta- sino que como titular de intereses individuales o colectivos.

 
En relación a esta materia y a esta distinción, el profesor Jaime Jara Schnettler, en sus Apuntes sobre Acto y Procedimiento Administrativo, página 97 ha indicado, siguiendo la doctrina clásica del derecho administrativo chileno y comparado: “El artículo 21 de la ley ha distinguido, a efectos de la legitimación activa procedimental entre derechos subjetivos e intereses” y añade: “Son titulares de derechos subjetivos aquellos que deriven su legitimación de situaciones jurídicas atribuidas directamente por una norma legal o un acto jurídico unilateral o bilateral. Son portadores de un interés legítimo aquellos que sin detentar un derecho subjetivo, se encuentran en una especial situación de hecho de la que reflejamente se derivan ventajas a beneficios para su esfera personal”.

 
Es útil poner de relieve además que en nuestro país –a diferencia de lo regulado en otras legislaciones-, se optó por no incluir calificativo alguno al interés requerido para configurar la legitimación activa del interesado. 

 
Es del caso que el artículo que se analiza fue introducido por el artículo 20 de la indicación sustitutiva presentada en su oportunidad por el Ejecutivo. La inicial redacción del N° 3 fue propuesta por el Senador Enrique Silva Cimma en los siguientes términos: “3. Aquellos cuyos intereses legítimos, individuales o colectivos… etc.”, propuesta en general aceptada por las Comisiones unidas con la enmienda sugerida por el Senador señor Diez, consistente en suprimir el adjetivo “legítimos”, pues la legitimidad o no de un interés  es una materia que debe ser definida en sede jurisdiccional y no administrativa”.


De cualquier modo y frente a la duda de si es posible considerar cualquier tipo de interés, es contundente la opinión en la doctrina en orden a que no se trata del mero y simple interés, como el de un ciudadano por el interés en la observancia de la legalidad; ha de tratarse de un interés protegido por el ordenamiento jurídico y que haya de afectarle, sea individualmente o, en su caso, cuando se trate de una afectación colectiva. En relación a este particular, y resultando en la definición la sola mención de un interés individual o colectivo, el profesor Jorge Bermúdez Soto, en su obra Fundamentos de Derecho Ambiental, página 540, ha acotado: “En consecuencia será esencial para determinar la legitimación activa en esta acción, la aplicación del artículo 21 LBPA que define los supuestos de interesados en el procedimiento administrativo y que corresponde, en general, a los titulares de derechos e intereses individuales o colectivos que pueden verse afectados por el acto administrativo. Esta definición amplia de interesados que pueden solicitar la invalidación, permitirá que una vez resuelta ésta, se pueda ejercer la acción general de impugnación ante el Tribunal Ambiental competente”.

 
No obstante, como ya antes se indicó, el mero o simple interés no legitima la intervención de un sujeto aduciendo la afectación de un acto administrativo. En el texto ya citado del profesor Jaime Jara S. página 98 explica que la Ley N° 19.880 excluye al mero interesado en su artículo 39 “a propósito del trámite de información pública: en el mismo puede comparecer cualquier persona física o jurídica a realizar alegaciones, pero la comparecencia a ese trámite “no otorga por sí misma la condición de interesado”; es decir, el particular que comparece no asume la posición de parte en la relación jurídica procedimental”, y agrega luego que: “Por ello se ratifica la idea de la concurrencia necesaria de un interés legítimo o legitimador que bien puede definirse como aquel que de llegar a prosperar la pretensión o recurso entablado originaría un beneficio jurídico directo en favor del accionante”. (cita a Agustín Gordillo, Tratado de Derecho Administrativo).


Lo ya dicho cubre la esfera de la pretensión de interesado en relación con un interés individual. Sin embargo, en lo que importa a los intereses colectivos o supraindividuales, como lo apunta el profesor Jara, que se viene citando, la tendencia del derecho comparado es la superación de la visión individualista del interés legitimador, circunstancia especialmente sensible en materias como la protección del medio ambiente, y otros. A este respecto explica que la titularidad “no corresponde a un único ciudadano, sino que debe atribuirse a una colectividad en su conjunto” (pág. 99 obra citada).

 
Frente al problema técnico de determinar qué sujeto será el portador de un interés que por definición carece de un centro de imputación subjetivizado, precisa que, de lo prescrito por el artículo 20 de la Ley N° 19.880, del principio de legalidad consagrado por el artículo 7° inciso segundo de la Constitución Política de la República y principio de autonomía de los grupos intermedios (artículo 1° inciso tercero y 23 de la Carta Fundamental, es posible concluir que “la representación y defensa de un interés supraindividual en el seno del procedimiento administrativo debe radicarse en un grupo intermedio organizado como persona jurídica; debe además plantearse siempre de conformidad a sus fines específicos y con sometimiento pleno al principio de legalidad”.

 
En el contexto del presente análisis resulta ilustrativo consignar que la doctrina, a propósito de la eficacia de las normas de contenido ambiental y de la intervención de los particulares especialmente en lo que toca al interés requerido, ha razonado que no es preciso un derecho subjetivo lesionado, bastando para tener legitimación poseer un interés legítimo en la anulación. 

 
Se agrega que el interés personal de quien acciona o recurre debe provenir de un acto, resolución u omisión que le afecte en forma particular y no general, lo que no significa que esa personalidad del interés no se dé al colectivo, siempre que en cada una de las personas afectadas concurra dicho interés personal. Frente al problema de determinar el grado de individualización del interés, se ha recurrido a la teoría de los círculos de interés, en cuya virtud, en función de cada categoría de actos se debe determinar cuáles son “los círculos de personas interesadas”, para luego establecer cuáles deben ser considerados como suficientes, excluyendo aquellos muy lejanos. (Revista de Derecho de la Universidad Católica de Valparaíso, de 1978, sobre el Derecho del Entorno y lo Contencioso Administrativo). 

 
Vigésimo octavo: Que, en consecuencia, si bien es posible constatar que el fallo atacado, en alusión conjunta a los derechos subjetivos e intereses, cuya titularidad es necesario esgrimir para la consideración de ser legitimado activo en la solicitud de invalidación de la RCA, concluyó -también sin distinguir si el interés invocado habría de ser entendido en su dimensión de individual o colectivo-, que el mismo debía ser de naturaleza ambiental, lo que desborda efectivamente los términos y marco en el que corresponde situar el contenido del numeral 3° del artículo 21 de la Ley N° 19.880 para evaluar su aplicación a la situación del reclamante. Sin embargo, es lo cierto que tal yerro denunciado carece de influencia en lo dispositivo del fallo. En efecto, con arreglo a lo hasta aquí razonado, y ante la evidencia que la reclamante, ni en la solicitud de invalidación ni en el recurso de reposición deducido ante la autoridad administrativa, y, a mayor abundamiento, tampoco en la reclamación judicial, más allá de citar la norma analizada e indicar que le asiste un interés “individual o colectivo” -términos que no especificó-, no dotó de contenido alguno el concepto de interés reclamado, de modo que la autoridad administrativa no estuvo en condiciones de distinguir si se esgrimía un mero o simple interés no protegido jurídicamente, o si, por el contario, era necesario analizar las variables de un eventual interés individual. En estas condiciones, aun cuando se prescindiera de la exigencia planteada en el fallo que se impugna, relativo al carácter de ambiental que debía definir el interés alegado, tal circunstancia no conduciría a variar la decisión en el sentido que interesa al recurrente por no haberse fundado la pretensión invalidatoria en interés alguno protegido por el ordenamiento jurídico, razones todas por las que cabe desestimar la razón medular y básica que sirvió de sustento para fundar los capítulos de nulidad primero y segundo del recurso.

 
Vigésimo noveno: Que en atención a lo precedentemente razonado y concluido, el recurso de casación en el fondo intentado por la reclamante, deberá también ser desestimado.

Por estos fundamentos y además lo dispuesto en los artículos 764, 765, 766, 767, 768 y 805 del Código de Procedimiento Civil, se rechazan los recursos de casación en la forma y en el fondo deducidos por Sociedad Química y Minera de Chile S.A. en lo principal y en el primer otrosí de fojas 295, en contra de la sentencia de veintiséis de junio de dos mil catorce, escrita a fojas 269.

Regístrese y devuélvase con sus agregados.

Redacción a cargo de la Ministro señora Egnem.

Rol N° 21.993-2014. 

Pronunciado por la Tercera Sala de esta Corte Suprema integrada por los Ministros Sr. Rubén Ballesteros C., Sr. Pedro Pierry A., Sra. Rosa Egnem S., Sra. María Eugenia Sandoval G., y el Abogado Integrante Sr. Alfredo Prieto B. No firman, no obstante haber concurrido a la vista y al acuerdo de la causa, el Ministro señor Ballesteros y el Abogado Integrante señor Prieto por haber cesado ambos en sus funciones. Santiago, 06 de abril de 2015.

Autoriza la Ministra de Fe de la Excma. Corte Suprema.

En Santiago, a seis de abril de dos mil quince, notifiqué en Secretaría por el Estado Diario la resolución precedente.
